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En la fecha y hora señaladas, se constituye la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira en audiencia pública, en la cual no participa el magistrado Hernán Mejía Uribe, por encontrarse impedido para conocer del presente asunto, con el fin de resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte actora, contra la sentencia del 15 de julio del año que corre, dictada por la señora Jueza Tercera Laboral del Circuito de esta ciudad en el proceso ordinario que promueve la señora OLGA CECILIA OSPINA VELÁSQUEZ  contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

La Sala en sesión previa revisó y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, que corresponde a la siguiente,

SENTENCIA
Por medio de apoderado judicial debidamente constituido, pretende la actora que se declare como beneficiaria del régimen de transición y por ende su pensión debe liquidarse de conformidad con la Ley 71 de 1988 y el Decreto 2709 de 1994 y, consecuentemente, pretende que se condene al ISS a reliquidarle su pensión de vejez, a partir del 1º de marzo de 2007, en cuantía del 75% del ingreso base de liquidación obtenido sobre lo cotizado en el último año; subsidiariamente, pretende que la pensión se liquide en el monto indicado pero sobre el IBL obtenido sobre lo cotizado en los últimos 10 años de cotización. Pretende que igualmente se condene al ISS al pago de los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales.

Las premisas fácticas que sustentan lo pedido pueden sintetizarse en las siguientes:

La postulante prestó sus servicios, en calidad de docente al Ministerio de Educación en varios períodos, efectuando igualmente cotizaciones al ISS, en calidad de trabajadora independiente, acumulando un total de tiempo de 22 años, 6 meses y 17 días; nació el 12 de abril de 1949, cumpliendo los 55 años de edad el 12 de abril de 2004 y para el 1º de abril de 1994, contaba con más de 35 años de edad, lo que la convierte en beneficiaria del régimen de transición.

El ISS le reconoció pensión de vejez, de conformidad con la Ley 100 de 1993, modificada por la 797 de 2003, en cuantía de $840.164, desconociendo varios de los salarios sobre los cuales cotizó la actora, aplicando en su lugar el salario mínimo vigente para la respectiva anualidad.

Teniendo en cuenta la calidad de beneficiaria del régimen de transición de la demandante, resulta inexplicable que no se le hayan aplicado las normas que correspondían, esto es, la Ley 71 de 1988, con un monto de la pensión del 75% y un ingreso base iguala al del último año de cotización o al de los 10 últimos años, según se reconozca. Advierte finalmente que se agotó la reclamación administrativa.
Luego de subsanada, se admitió la demanda mediante auto del 30 de octubre del año anterior, disponiéndose el traslado respectivo al ente demandado, el cual constituyó procurador judicial que se pronunció respecto a los hechos, se opuso a la totalidad de las pretensiones y presentó como medios exceptivos de fondo los de “Prescripción”, “Inexistencia de las obligaciones demandadas”, “Cobro de lo no debido” y “Buena fe”.
Seguidamente se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral y de la Seguridad Social, sin que fuera posible arribar a un acuerdo conciliatorio, procediéndose a evacuar las demás etapas de la audiencia, dándose traslado de las excepciones propuestas por la parte demandada, sin que se adoptaran medidas de saneamiento y no se modificaron las bases fácticas del litigio. A continuación, se decretaron las pruebas que interesaron a las partes, las cuales consistieron en las documentales que se allegaron al infolio y las que se solicitaron al ISS.
Recaudado todo el material probatorio, entró la Jueza a-quo a dictar sentencia, en la cual declaró a la demandante como beneficiaria del régimen y que, por tanto, podía aplicarse la Ley 71 de 1988, mas sin embargo, en virtud del principio de favorabilidad, encontró que no era procedente que se aplicarán dichas reglas para conceder la pensión de la actora. La Jueza a-quo antes que nada empezó por verificar sí la actora era beneficiaria del régimen transitivo, encontrando que efectivamente lo era, por lo que procedió a verificar sí cumplía los requisitos para acceder a la pensión de jubilación por aportes pretendida, encontrando que cuenta con la edad para ello y además efectuó aportes como empleada y pública y particular por más de 20 años, aunque vale acotar que dejó de lado los tiempos que aparecen certificados por el Fondo Prestaciones Sociales del Magisterio, por tratarse de un régimen excluido.

Ya verificados los requisitos para acceder a la prestación querida, la dispensadora de justicia de primer grado entró a establecer que IBL debía tenerse en cuenta, desechando de plano el del último año, para lo cual acudió a abundante jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia sobre el tema. En cuanto a los 10 años, peticionados por el togado, estima que también resulta improcedente dicha situación, toda vez que el inciso tercero del canon 36 de la Ley 100 de 1993, establece con claridad las fórmulas que deben tenerse en cuenta para determinar el IBL, señalando específicamente dos, la primera, aplicable a quienes les hiciera falta menos de 10 años para adquirir el derecho pensional, consistente en tomar lo cotizado en este tiempo y la otra,  aplicable ya a quienes les falte más de 10 años para adquirir el derecho, como es el caso, consistente en tomar el promedio de todo los aportes hechos en su vida laboral, debidamente actualizados. Recurriendo a esta última manera, encontró que el IBL resultaba mucho menor al que reconoció el ISS, por lo que debía mantenerse la pensión conforme lo había hecho el ISS, por resultar más favorable.

Dicha determinación, fue objeto de apelación por parte del togado que representa los intereses de la parte actora, recurso que sustentó en los siguientes términos:

Crítica el IBL obtenido por la Jueza a-quo, al encontrar que se basó en 18 años 7 meses y 2 días y ello no se acompasa con lo solicitado en la demanda que era, bien que se tuviera como IBL la base sobre la cual se cotizó en el último año o bien que se tomara el promedio de lo devengado en los 10 últimos años de cotizaciones.

Destaca que la interpretación que se hizo en la providencia atacada del inciso 3º del canon 36 de la Ley 100 de 1993, es errado, toda vez que allí se establece la posibilidad de tener como IBL el promedio de la base sobre la cual se cotizó en el tiempo que le hiciera falta a la persona para adquirir el derecho o el de toda la vida, si fuere superior. El aparte de la norma “o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior”, no debe interpretarse al tiempo que le hace falta al beneficiario de transición para adquirir el derecho, sino al IBL, es decir, si la base para liquidar resulta superior. Apoya su disertación en jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral. 

Concluye solicitando que se aplique el IBL, partiendo de la base sobre la cual se cotizó en el último año o los diez últimos años.
El recurso fue concedido y las diligencias remitidas a esta Sala, donde se dispuso el trámite señalado en la ley para esta instancia.

Se procede a resolver lo que corresponda, al no avizorarse causal alguna que vicie de nulidad lo actuado, previas las siguientes

CONSIDERACIONES
Competencia.

Esta Sala es competente para desatar la alzada presentada por el portavoz judicial de la parte demandante, en virtud de los factores territorial y funcional, tal como lo establecen los artículos 5º y 15 literal b, ordinal 1º del Código de Procedimiento Laboral.
Problema jurídico.

I.- El problema que deberá abordar esta Sala, se circunscribe a la determinación de la fórmula que debe tenerse en cuenta para la obtención del IBL, cuando la pensión cuenta con apoyo en una normatividad anterior aplicable por así permitirlo el régimen de transición.

II.- Para resolver el estudio de este tema, antes que nada es necesario precisar que el régimen de transición, establecido en el canon 36 de la Ley 100 de 1993, se creó como una forma de proteger a quienes se encontraban en víspera de adquirir su derecho pensional, al momento de entrada en vigencia del nuevo Estatuto de Seguridad Social. Los aspectos que se protegen por medio de este régimen son solamente respecto de la pensión de vejez y están claramente determinados en el inciso 2º del referido artículo y son: (i) la edad; (ii) el tiempo de cotizaciones y (iii) el monto de la pensión. Respecto de todos los demás aspectos atinentes a la prestación, dice la norma que “SE REGIRÁN POR LAS DISPOSICIONES CONTENIDAS EN LA PRESENTE LEY”. Lo anterior no quiere decir cosa distinta a que, todos los demás aspectos de los regímenes anteriores que no sean los salvaguardados por el régimen transitivo, son inaplicables por haber perdido toda vigencia desde el 1º de abril de 1994. 
Pero además de esta salvaguarda especial que estableció esta norma respecto a los ya referidos aspectos de la pensión de vejez, también se encargó en su inciso tercero de establecer una regla especial para la tasación del IBL para los beneficiarios del sistema transicional. Dice el aparte legal en su tenor literal:

“El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Indice de Precios al consumidor, según certificación que expida el DANE”. 

Es esta norma la generadora de las más profundas inquietudes al interior de este procesamiento, por lo que tratará esta Sala de desentrañar su real sentido.

III.- Para ello, inicialmente, habrá de vislumbrarse si esta normativa es aplicable a todos los beneficiarios del régimen transitivo, indistintamente les falte más o menos de 10 años para adquirir el derecho pensional o, por el contrario, regula solamente la situación del grupo de beneficiados por la transición que les faltare menos de 10 años.
Vale decir, antes que nada, que la redacción de la norma es bastante ambigua y permite interpretaciones tanto en uno como en otro camino. Por eso, estima pertinente este Juez Colegiado hacer una interpretación del inciso, aplicando el método teleológico y el sentido natural y obvio de las palabras, con el cual se pueda vislumbrar lo querido por el legislador.

IV.- Pues bien, debe decirse que la Sala venía interpretando esta norma en el sentido de que establecía dos fórmulas, aplicables a dos diferentes grupos de pensionados. Se ha venido sosteniendo que a quien al 1º de abril de 1994, le faltaren menos de 10 años para acceder a la pensión de vejez, se extraería el IBL del promedio de la base que sirvió de cotización en dicho interregno. A contrario sensu, a aquel cobijado por la transición, que al 1º de abril de 1994 le hiciera falta más de 10 años, el IBL se extraería del promedio de la base sobre la cual se cotizó en toda la vida laboral. En ambos casos, se actualiza el valor conforme a los índices de precios al consumidor reportados por el DANE.

V.- Dicha interpretación del canon, en puridad de verdad, no se compadece con el verdadero sentido de la norma. En efecto, estima prudente la Corporación recoger esa postura interpretativa que se venía haciendo y “reinterpretar” la norma, con un sentido que se compadezca más con su real sentido y su confusa redacción, pero que atienda más a lo querido por el legislador. Dicha interpretación no puede ser distinta a que, en dicho inciso, se establece la fórmula para establecer el IBL de aquellas personas que al entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, les faltaba menos de 10 años para adquirir su derecho pensional, dándole dos opciones, a saber: (i) que el IBL se obtenga del promedio de la base sobre la cual se cotizó en el tiempo que le hiciere falta a la persona para adquirir la pensión, partiendo del 1º de abril de 1994 y (ii) que en caso de ser más favorable, se obtenga la base para liquidar la pensión, acudiendo al cociente del salario base de cotización de toda la vida laboral de la persona.

A esa conclusión, además, se llega, si se analiza la parte inicial del inciso tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 que establece su ámbito de aplicabilidad              -aunque no de la forma más clara-, pues señala que “El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas referidas en el inciso anterior que les faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho”- negrillas de la Sala-. Se extracta, que el legislador quiso establecer una regla especial, respecto al IBL, para quienes estuvieran a menos de 10 años de adquirir la pensión, dándoles un tratamiento diferenciado respecto a las demás personas cobijadas con dicho régimen.

VI.- Es por ello que la expresión “o el cotizado durante todo el tiempo si éste fuere superior”, se refiere, como lo señala el togado, al IBL y no al tiempo que le hiciere falta a la persona para adquirir el derecho, convirtiéndose –entonces- en una opción para los beneficiarios de la transición que les faltare menos de 10 años para adquirir el derecho.
Al respecto, ya se ha pronunciado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, afirmando que:
“Así se afirma porque la aludida norma (artículo 36 de la Ley 100 de 1993) fija el ingreso base de liquidación de la pensión de vejez para aquellas personas que, como el actor, están beneficiadas por el régimen de transición, y determina que éste, para quienes les faltaren menos de diez años para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, pero también permite que ese ingreso base sea el promedio de lo cotizado durante todo el tiempo, si este fuere superior, en ambos casos actualizado anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, según certificación que expida el DANE”
-negrillas para destacar-.       

VII.- Así las cosas, oportuno es reiterar que la Sala recoge su anterior criterio interpretativo respecto al inciso tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, entendiéndolo de ahora en adelante como una norma aplicable a quienes le falten menos de 10 años para adquirir su derecho pensional, brindándole las ya referidas opciones para la obtención del IBL.

VIII.- Aclarado este aparte del disenso planteado en la apelación, se abre paso otra incógnita: ¿Qué normatividad –entonces- debe aplicarse para la obtención del IBL de los beneficiarios del régimen transitivo que les faltare –al 1º de abril de 1994- más de 10 años para adquirir el derecho?.

El apelante propone dos opciones, la primera que consiste en la adopción de las reglas para la obtención del IBL contenidas en la normatividad anterior que se aplica por transición; la segunda –subsidiaria- consistente en obtener el IBL del promedio de lo devengado en los 10 últimos años de cotización, conforme lo señala el canon 21 de la Ley 100 de 1993.

Se dispone la Sala a estudiar ambas hipótesis, para determinar su viabilidad o no.
IX.- En cuanto a la primera hipótesis, se tiene que descartar de inmediato, por la sencilla razón de que, después del 1º de Abril de 1994, todas las normas que regulaban los anteriores regímenes pensionales y que no tuvieran que ver con el monto, la edad y el tiempo de cotización o servicios para acceder a la pensión de vejez perdieron vigencia, y por tanto son inexplicables. Vale recordar que las fórmulas anteriores para la tasación de la base sobre la cual se va a liquidar la pensión, no fueron cobijadas por el fenómeno transitivo y por tanto no están vigentes y, mucho menos, son aplicables. Al respecto, ya se ha pronunciado el máximo Tribunal de Justicia en materia Laboral y de Seguridad Social, con el siguiente tenor:
“En consecuencia, al estar el actor cobijado por el fenómeno jurídico de la transición consagrado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, se le respetaron tres aspectos: a) la edad para acceder a la prestación, b) el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas y c) el monto porcentual de la pensión, para el caso en un 75% conforme a los artículos 27 del Decreto 3135 de 1968, 73 del D.R. 1848 de 1969 y 1° de la Ley 33 de 1985; empero el ingreso base de liquidación objeto de actualización se regula por la nueva ley arriba citada que consagró esta prerrogativa, y que tiene sustento supralegal en la Constitución Política”
-negrilla y subrayas para destacar-.
Es evidente entonces la imposibilidad de aplicar la fórmula para la obtención del IBL señalada en la normatividad anterior.
X.- Procede la Sala a analizar la segunda hipótesis, esto es determinar el IBL, partiendo de los 10 años anteriores al cumplimiento de la edad.

Esta hipótesis cuenta con sustento legal en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993, que establece las fórmulas aplicables para determinar la base sobre la cual se han de liquidar las pensiones concedidas en la referida normativa. Esta situación se ha visto como un escollo para aplicar tal canon en las reglas transicionales, pues si bien éstas están contenidas dentro de la Ley 100 de 1993, tienen un carácter especial por cuanto autorizan la aplicación de reglas distintas para la concesión de la pensión de vejez.   

En principio, entonces, podría predicarse la inaplicabilidad de esta fórmula frente a las reglas de transición. 
XI.- No obstante lo anterior, dicha intelección debe ser reevaluada, por cuanto el inciso segundo del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 establece que:

“La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o mas años de servicios cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder a la pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas en la presente Ley”-destacado de la Sala-.  
El aparte en negrita, evidencia que todas las demás condiciones y requisitos para acceder y disfrutar de la pensión de vejez, se regularán por las normas y reglas establecidas en la Ley 100 de 1993, encontrándose –obviamente- dentro de dichos aspectos el ingreso base para liquidar las pensiones, por lo que debe acudirse a las reglas del nuevo Estatuto de Seguridad Social en Pensiones para su determinación.
XII.- Y como ya se vio, el legislador quiso dar un trato diferencial a los beneficiarios del régimen transitivo partiendo del tiempo que les faltare para adquirir el derecho pensional
, consagrando unas reglas puntuales para tal fin, contenidas en el plurimencionado inciso 3º del canon 36 de la Ley 100 de 1993. Respecto de los beneficiarios de la transición, que al 1º de abril de 1994, les faltaban más de 10 años para acceder a la pensión, el legislador no estableció una regla puntual y especial para la determinación del ingreso base de liquidación de la pensión, por lo que, ante dicho vacío, debe aplicarse la pauta general, esto es, la norma 21 de la Ley 100 de 1993. Y ello no es atentatorio del principio de inescindibilidad que rige en materia laboral y hace extensivos sus efectos a la seguridad social por la afinidad existente, por la sencilla razón de que la norma misma dispuso y autorizó a acudir a la Ley 100 de 1993 para todos los demás aspectos atinente a la pensión de vejez, por lo que no hay lugar a hesitación alguna, respecto a la aplicabilidad de el mencionado artículo 21.

XIII.- Vislumbrada –entonces- la regla aplicable para la obtención del IBL, respecto de aquellos beneficiarios de la transición a los que les faltare más de 10 años para adquirir el derecho pensional, debe decirse que tal canon contempla dos opciones para tasarlo: la primera de ellas, consistente en partir del promedio de lo cotizado en los últimos 10 años; la segunda que versa en acudir al promedio de la base sobre la cual se cotizó en toda la vida laboral de la persona, estando condicionada esta a que se cuenten con más de 1.250 semanas.
XIV.- Como la actora, en el presente asunto, no cuenta sino con  1.042,8571 semanas cotizadas en toda su vida laboral, aspecto que no se rebatió en el recurso, la hipótesis de partir de toda la vida laboral es inaplicable, por lo que la única opción viable, es la de acudir al IBL partiendo de los últimos 10 años de cotización, tomando únicamente, los tiempos efectivamente cotizados                         –traspolación- como lo ha enseñado el Tribunal Patrio de Casación Laboral. Determinado hasta donde debe remontarse el estudio, se tomará cada salario, se actualizará de conformidad con los índices de precios al consumidor reportados por el Dane para dichos períodos, partiendo del índice del mismo año en que se devengó ese valor y terminando con el reportado a 31 de diciembre del año anterior al que se requiere la actualización. Obtenido ya el salario actualizado, se establecerá el valor representativo que el mismo tiene en la base final de liquidación, para lo cual se multiplicará por el número de días que se devengó esa remuneración en el año y se dividirá por el número total de días a tener en cuenta, que para el caso presente es de 3.600. Hecha estas operaciones, se totalizará el IBL, sumando todos los valores representativos establecidos.

XV.- A continuación se efectuaran las operaciones pertinentes, para lo cual se tomarán los salarios que obtuvo la Jueza a-quo entre el año 1985 y el 2007 y se actualizarán en la forma ya mencionada, así: 
	Año
	Salario
	Salario act.

	No. días
	Total días IBL
	Valor representativo (promedio).

	1985
	$42.638,16
	$1.342.255
	200
	3600
	$74.569,72

	1986
	$51.969,50
	$1.336.061,40
	360
	3600
	$133.606,14

	1987
	$61.410,41
	$1.305.310,80
	330
	3600
	$119.653,49

	1988
	$80.328,50
	$1.376.733,20
	360
	3600
	$137.673,32

	1989
	$95.650
	$1.279.523,70
	360
	3600
	$127.952,37

	1992
	$136.290
	$861.189,87
	40
	3600
	$9.568,77

	1993
	$136.290
	$688.236,10
	270
	3600
	$51.617,70

	2001
	$300.000
	$425.247,07
	210
	3600
	$24.806,07

	2002
	$309.000
	$406.878,31
	180
	3600
	$20.343,91

	2002
	$309.867
	$408.019,93
	30
	3600
	$3.400,16

	2003
	$663.704
	$816.840,59
	30
	3600
	$6.807

	2003
	$1.593.600
	$1.961.291,60
	90
	3600
	$49.032,29

	2003
	$2.148.000
	$2.643.608,50
	30
	3600
	$22.030,07

	2003
	$2.289.000
	$2.817.141,40
	150
	3600
	$117.382,14

	2004
	$2.448.000
	$2.829.211,80
	240
	3600
	$188.614,12

	2005
	$2.448.000
	$2.681.717,40
	360
	3600
	$268.171,74

	2006
	$2.240.000
	$2.340.352
	300
	3600
	$195.029,33

	2007
	$2.240.000
	$2.240.000
	30
	3600
	$18.666,66

	2007
	$2.800.000
	$2.800.000
	30
	3600
	$23.333,33

	TOTAL
	3600
	$1.592.258,33


El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de la señora Olga Cecilia Ospina Velásquez es de $1.592.258,33, suma a la cual debe aplicarse el 75%, y el resultado corresponderá al monto de la pensión, para el año 2007. El resultado es $1.194.193,74.
XVI.- Así las cosas, se observa que la pensión de vejez concedida a la postulante, no se compadece con sus reales ingresos y además, le resultan más favorables las normas que contemplan la pensión de jubilación por aportes (Ley 71 de 1988), bajo las cuales deberá efectuarse la reliquidación de su pensión, obteniéndose una mesada pensional para el 1º de marzo de 2007 de $1.194.193,74.

Procederá la Sala a concretar la condena, así:

	IPC

VR. 2007
	VR. 2007 
	VR. 2008 IPC 5.69%
	VR. 2009 IPC 7.67%

	MES. ISS
	$888.095
	$888.095
	$938.627,60
	$1.010.620,30

	MES. TRAN
	$1.194.193,74
	$1.194.193,74
	$1.262.143,33
	$1.358.949,60

	DIF.
	$306.098,74
	$323.515,73
	$348.329,30

	MESADAS A PAGAR
	11
	13
	9

	TOTAL
	$3.367.086,14
	$4.205.704,49
	$3.134.963,70


Por mesadas atrasadas hasta el mes de septiembre –inclusive- de 2009, el Instituto demandado adeuda a favor de la señora Ospina Velásquez la suma de $10.707.754. 
Así mismo, se condena a la entidad rea del proceso que continúe pagando la mesada pensional en los términos expuestos debiéndose incrementar anualmente, con base al IPC, conforme lo manda el canon 41 del Decreto 692 de 1994.
XVII.- Respecto a los intereses moratorios solicitados por el togado que representa los intereses de la parte actora, los mismos son improcedentes, por cuanto no hay mora en el pago de las mesadas pensionales, pues la entidad ha venido cumpliendo con su obligación, lo que se presenta en este caso es una reliquidación del valor de la mesada que se venía pagando.

Por ello, mal podría hablarse de mora por parte de la entidad en el pago de las mesadas, que constituye el supuesto de hecho para generar los deprecados frutos por tardanza. Se deniega esta pretensión.  
XVIII.- Sobre las excepciones propuestas por la parte demandada, conforme con las consideraciones esbozadas anteriormente, se declararán no probadas.

XIX.- Las costas procesales de ambas instancias, correrán por cuenta de la parte demandada, de conformidad con el numeral 4º del artículo 392 del Código Procesal Civil.

XX.- Se confirmará el numeral primero de la decisión apelada, pero ser revocarán los restantes y en su lugar se reliquidará la pensión de la pretensora, en los términos ya expuestos.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

FALLA:

CONFIRMAR el numeral primero de la sentencia apelada. SE REVOCAN los numerales restantes de la decisión que se revisa y en su lugar:

1- Se condena al Instituto de Seguros Sociales a reliquidar la pensión de la actora, convirtiéndola en una de jubilación por aportes –Ley 71 de 1988-. Consecuencia de la modificación, deberá pagar a favor de la demandante, la suma de DIEZ MILLONES SETECIENTOS SIETE MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y CUATRO PESOS ($10.707.754)  por concepto de la diferencia entre lo pagado y lo que realmente se debía pagar. Así mismo, la entidad deberá seguir pagando las mesadas pensionales, por lo que resta de este año, a razón de  $1.358.949,60. y para los años subsiguientes, deberá incrementar la mesada conforme a los índices de precios al consumidor.

2- Se absuelve al ISS del pago de intereses moratorios, de conformidad con lo expuesto en el fallo.
3- Se declaran no probadas las excepciones propuestas por la parte demandada.

4- La condena en costas de ambas instancias, correrá por cuenta del ISS.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada y en constancia se firma el acta por quienes en ella intervinieron.

Notificada en estrados. 

Los Magistrados,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCIA CAICEDO CALDERON


HERNÁN MEJÍA URIBE









-IMPEDIDO-
LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
Tema: Para tasar el ingreso base de liquidación, de una persona que es beneficiaria del régimen de transición, debe partirse del tiempo que le hiciere falta, al 1º de abril de 1994, para acceder a la pensión. Si dicho lapso es menor a 10 años, la tasación se hará conforme al inciso tercero del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, esto es, tomando el promedio de lo devengado en el tiempo que le hiciere falta o en toda la vida de ser más favorable. Si el período referido es mayor a 10 años, debe acudirse al artículo 21 de la Ley 100 de 1993, conforme al aparte 2 del canon 36 ya referido. El IBL se tomará de los 10 últimos años de cotización o el de toda la vida, cuando se reúnan más de 1250 semanas, de lo contrario se tomará la primera opción.    








� Sentencia del 12 de febrero de 2004. Rad. 20968. Reiterada en pronunciamiento del 13 de junio de 2007. Rad. 30.353.


� Sentencia del 31 de marzo de 2009. Rad. 33.705. M.P. Dr. LUÍS JAVIER OSORIO LÓPEZ.


� Ver fundamentos V y VI. 


� Para la actualización de los salarios, se tomaron los siguientes IPC, que se encontraban en la página � HYPERLINK "http://WWW.DANE.GOV.CO" ��WWW.DANE.GOV.CO�: 1985 22,45%; 1986 20,95%; 1987 24,02%; 1988 28,12%; 1989 26,12%; 1990 32,36%; 1991 26,82%; 1992 25,13%; 1993 22,60%; 1994 22,59%; 1995 19,46%; 1996 21,63%; 1997 17,68%; 1998 16,70%; 1999 9,23%; 2000 8,75%; 2001 7,65%; 2002 6,99%; 2003 6,49%; 2004 5,50%; 2005 4,85% y 2006 4,48%.
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